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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DE MEDELLÍN 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Acción de cumplimiento 


Demandante Leidis Milena Tamayo Martínez 


Demandado Municipio de Medellín - Secretaría de Movilidad 


Radicado 05001-33-33-013-2020-00152-00 


Asunto Cúmplase lo resuelto por el superior y ordena archivo 


  


CÚMPLASE LO RESUELTO POR EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 


ANTIOQUIA, en providencia del 1° de diciembre de 20201, por medio de la cual  


confirma el auto por medio del cual  se dispuso rechazar la demanda interpuesta 


por resulta improcedente. 


 


Teniendo en cuenta que no hay trámites pendientes, se procederá con el archivo 


definitivo del expediente. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


  
JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez  
  


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 2 DE JUNIO de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021)  


                                                 
1 https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EfzJavws_BFHpdY5NkFZXKEBOz6GXs9Veuk-
qO5mhUzbPg?e=iTVM7p  



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EfzJavws_BFHpdY5NkFZXKEBOz6GXs9Veuk-qO5mhUzbPg?e=iTVM7p

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EfzJavws_BFHpdY5NkFZXKEBOz6GXs9Veuk-qO5mhUzbPg?e=iTVM7p

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EfzJavws_BFHpdY5NkFZXKEBOz6GXs9Veuk-qO5mhUzbPg?e=iTVM7p
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DE MEDELLÍN 


 


 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho – Laboral  


Demandante GLORIA NELLY GUARÍN GALLO. 


Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO  


Radicado 05001-33-33-013-2020-00141-00 


Asunto Rechaza demanda  


  


La ciudadana GLORIA NELLY GUARÍN GALLO, en ejercicio del medio de control 


de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, promovió demanda 


en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 


NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, mediante la 


cual pretende se declare la nulidad del acto ficto configurado frente a la solicitud 


de reconocimiento y pago de la sanción moratoria que considera tiene derecho.  


 


Mediante auto del 27 de octubre de 20201 se inadmitió la demanda a cuyos 


efectos se requirió aportar poder en debida forma. Vencido el término otorgado 


no se dio cumplimiento a lo requerido, por lo que procede el RECHAZO DE LA 


DEMANDA en los términos de los arts. 1692 y 1703 del CPACA, al no haberse 


dado cumplimiento a la exigencia mencionada en el párrafo anterior.  


 


En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DE 


MEDELLÍN, 


 


RESUELVE 


 


PRIMERO: RECHAZAR la demanda que en ejercicio del medio de control de 


nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral promueve la ciudadana 


GLORIA NELLY GUARÍN GALLO, identificada con cédula de ciudadanía Nº 


42´841.529, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 


NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, por los 


motivos expuestos en la parte considerativa de este proveído.  


 


                                                           
1  https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EY30uVQzhLtCumEk86UPQEwBSssRPR2
MzExTiT3OPMViXg?e=mw92rR  
2 Que dispone que la demanda se rechazará, entre otros eventos allí enlistados, cuando “(…) habiendo sido inadmitida 


no se hubiere corregido la demanda dentro de la oportunidad legalmente establecida (…)”. 
3 “Se inadmitirá la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley por auto susceptible de reposición, en el 


que se expondrán sus defectos, para que el demandante los corrija en el plazo de diez (10) días. Si no lo hiciere se 


rechazará la demanda” (Negrillas fuera de texto). 



https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EY30uVQzhLtCumEk86UPQEwBSssRPR2MzExTiT3OPMViXg?e=mw92rR

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EY30uVQzhLtCumEk86UPQEwBSssRPR2MzExTiT3OPMViXg?e=mw92rR

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm13med_cendoj_ramajudicial_gov_co/EY30uVQzhLtCumEk86UPQEwBSssRPR2MzExTiT3OPMViXg?e=mw92rR
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SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente una vez quede en firme la presente 


decisión. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el 


día 2 DE JUNIO de 2021 en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 de la 


Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 de 2021. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho – Tributario 


Demandante BANCO DE OCCIDENTE e INVERSIONES ALTERNOVA S.A.S 


Demandado MUNICIPIO DE RIONEGRO (ANTIOQUIA) 


Radicado 05001 33 33 013 2020 00076 00 


Asunto Traslado de medida cautelar 


 


En atención a que la parte demandante solicita como medida cautelar, la suspensión 


provisional de los actos administrativos demandados, por considerar que es necesaria 


para evitar los perjuicios materiales que se ocasionarían con la obligación de pago de la 


valorización, en los siguientes términos: 


 


“(…) Ruego al Despacho que de manera cautelar se pronuncie sobre la suspensión de la 
Resolución número 939, ¨POR LA CUAL SE DISTRIBUYE LA CONTRIBUCION DE 
VALORIZACION DEL PROYECTO DE VALORIZACION ¨RIONEGRO SE VALORIZA¨, 
DECRETADO MEDIANTE RESOLUCION 567 DE 2017, MODIFICADA POR LA 
RESOLUCION 967 DEL 2017, RESOLUCION 172 DE 2018 Y RESOLUCION 845 DE 
2018¨, y de la Resolución 2155 del 11 de octubre de 2019, ̈ POR LA CUAL SE RESUELVE 
UN RECURSO DE REPOSICIÓN¨ expedida por el Alcalde Municipal de Rionegro 
Antioquia hasta que profiera sentencia y resuelva de fondo en cuanto al caso particular y 
concreto en relación al predio identificado con matrícula inmobiliaria 020-16251 de la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Rionegro. (…)La única posibilidad de 
generar un espacio de igualdad es la suspensión del derrame de valorización para el caso 
particular y concreto, de lo contrario la Administración continuará en ejercicio de su 
posición dominante. (…) Adicionalmente, solicito esta medida para evitar los perjuicios 
materiales que se ocasionarían con la obligación de pago de la contribución de 
valorización, en cuanto a capital, intereses e intereses moratorios, los cuales disminuirían 
sustancialmente el patrimonio, y de los cuales consideramos, de conformidad con los 
hechos y el concepto de violación de la norma, expuestos en esta demanda que son 
injustos e ilegales y por ende no deberían ser objeto de pago.” 


 


SE CORRE TRASLADO de la medida solicitada por el término de cinco (5) días, para 


que se pronuncie sobre la misma, término que correrá de conformidad con lo previsto en 


el artículo 233 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 


Administrativo. 


NOTIFÍQUESE 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez 


 
La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 2 de junio de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 de la ley 1437 de 2011 modificado por artículo 50 de la ley 
2080 de 2021 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho – Tributario 


Demandante BANCO DE OCCIDENTE e INVERSIONES ALTERNOVA S.A.S 


Demandado MUNICIPIO DE RIONEGRO (ANTIOQUIA) 


Radicado 05001 33 33 013 2020-00076 00 


Referencia Admite Demanda  


 


Por reunir los requisitos legales establecidos en los arts. 161, 1621 y siguientes del Código de 


Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el Despacho resuelve: 


 


PRIMERO. ADMITIR la demanda que en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y 


RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO2, promueve el BANCO DE OCCIDENTE e 


INVERSIONES ALTERNOVA S.A.S., en contra del MUNICIPIO DE RIONEGRO 


(ANTIOQUIA) En consecuencia, se le dará el trámite establecido para el proceso ordinario.  


 


SEGUNDO. ADVERTIR que la presente demanda fue presentada antes de la entrada en 


vigencia del Decreto 806 de 2020 y la ley 2080 de 2021, por lo que en aplicación de lo previsto 


por el artículo el artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 35 de la Ley 


2080 de 2021, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación del presente 


auto deberá REMITIR la demanda, sus anexos y el escrito de subsanación por correo 


electrónico a la parte demandada. 


 


TERCERO. REQUERIR Al abogado HAMILTON DAVID GALLON, portador de la T.P. 


132.933, para que en el mismo término señalado en el numeral anterior, aporte el certificado 


de existencia y representación que acredite al señor JUAN CARLOS GARCÍA CORREA en 


calidad de Representante Legal de INVERSIONES ALTERNOVA S.A.S.3 asimismo deberá 


allegar el poder conferido en debida forma por parte del  BANCO DE OCCIDENTE, ya sea 


bajo los parámetros establecidos en el art. 74 del CGP o por lo dispuesto en el art. 5 del 


Decreto 806 de 2020.4 


 


CUARTO. CUMPLIDO LO ANTERIOR, Para efectos de notificación por Secretaría 


REMITIR la presente providencia al correo electrónico para notificaciones judiciales de 


                                            
1 Artículos modificados por la Ley 2080 de 2021. 
2 Consagrado en el art. 138 de la Ley 1437 de 2011. 
3 Si bien a folio 41 del expediente físico se observa poder otorgado por el señor JUAN CARLOS GARCÍA CORREA, en calidad de 
Representante Legal de INVERSIONES ALTERNOVA S.A.S, no se allegó certificado de existencia y representación que acredite 
dicha calidad. 
4 Si bien por auto del 12 de agosto de 2020, se requirió a la parte demandante con la finalidad de que aporte el certificado de 
existencia y representación legal del BANCO DE OCCIDENTE, (el cual ya fue aportado en el escrito de subsanación); sin embargo, 
no se observa que exista poder debidamente conferido al señor HAMILTON DAVID GALLON por parte de la entidad bancaria, 
razón por la cual se hace necesario que allegue el respectivo poder otorgado por la persona facultada para ello. 







la entidad demandada5 y al Ministerio Público (Procuraduría 110 Judicial I)6, a quien 


además del presente auto, deberá remitirse el archivo que contiene la demanda y sus 


anexos debidamente identificados, conforme lo establecen los arts. 197, 198 y 199 del 


CPACA. 


 


En los términos del art. 199 del CPACA7 la notificación se entenderá realizada 


transcurridos dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos 


empezarán a correr a partir del día siguiente.  


 


QUINTO. CORRER traslado por el término de treinta (30) días a la entidad demandada, 


a la tercera interesada y al Ministerio Público, tal y como dispone el art. 172 del CPACA. 


 


SEXTO. REQUERIR a la entidad demandada para que en cumplimiento de lo dispuesto 


en el parágrafo primero, del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, aporte el expediente 


administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso.   


 


REMITIR por Secretaría la comunicación correspondiente, la cual deberá ser auxiliada por la 


entidad exhortada dentro de los diez (10) días siguientes al recibo de la comunicación 


 


SEPTIMO. NOTIFICAR por estados a la parte demandante de conformidad con lo 


dispuesto en el # 1 del art. 171 de la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta lo establecido en 


los artículos 201 y 205 del CPACA, disposiciones que fueron modificadas por los artículos 50 


y 52 de la Ley 2080 de 2021. 


 


 


 


 


 


 


                                            
5 En aplicación de lo previsto por el #8 del art. 162 del CPACA adicionado por el art. 35 de la Ley 2080 de 2021 " Por medio de la 
cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - Ley 1437  de 2011- y se dictan 
otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”  
Artículo 35. Modifíquese el numeral 7 y adiciónese un numeral al artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 
(…) 8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 
anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado. Del mismo modo deber~ proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el 
escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De 
no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, 
la notificación personal se limitará al envío del auto admisorio al demandado.” 
6 En los términos del art. 199 del CPACA, modificado por el art. 48 de la Ley 2080 de 2021: 
“Artículo 199. Notificación personal del auto admisorio y del mandamiento ejecutivo a entidades públicas, al Ministerio Público, a 
personas privadas que ejerzan funciones públicas y a los particulares. El auto admisorio de la demanda y el mandamiento ejecutivo 
contra las entidades públicas y las personas privadas que ejerzan funciones públicas, se deben notificar personalmente a sus 
representantes legales o a quienes estos hayan delegado la facultad de recibir notificaciones, o directamente a las personas 
naturales, según el caso, y al Ministerio Público, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales a que 
se refiere el artículo 197 de este código. 
A los particulares se les notificará el auto admisorio de la demanda al canal digital informado en la demanda. Los que estén inscritos 
en el registro mercantil o demás registros públicos obligatorios creados legalmente para recibir notificaciones judiciales, en el canal 
indicado en este. 
El mensaje deberá identificar la notificación que se realiza y contener copia electrónica de la providencia a notificar. Al Ministerio 
Público deberá anexársele copia de la demanda y sus anexos. Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cua:1do 
el iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda constatar por otro medio el acceso al mensaje electrónico por parte del 
destinatario. El secretario hará constar este hecho en el expediente. 
El traslado o los términos que conceda el auto notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al 
del envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente. . 
En los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción en donde estén involucrados intereses litigiosos de la Nación, en los 
términos del artículo 2° del Decreto Ley 4085 de 2011 o la norma que lo sustituya, deberá remitirse copia electrónica del auto 
admisorio o mandamiento ejecutivo, en conjunto con la demanda y sus anexos, al buzón de correo electrónico de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta comunicación no genera-·su vinculación como sujeto procesal, sin perjuicio de la 
facultad de intervención prevista en el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012. En la misma forma se le remitirá copia de la providencia 
que termina el proceso por cualquier causa y de las sentencias.” 
7 “(…) El traslado o los términos que conceda el auto notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente (…)” 







OCTAVO. NO FIJAR8 por el momento gastos del proceso. 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día  2 de junio de 2021 en cumplimiento de lo 
ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


                                            
8 La Rama Judicial aún no ha implementado las cuentas para tal efecto; lo anterior sin perjuicio de que más adelante, de requerirse, 
se fije alguna suma para gastos del proceso. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Ejecutivo 


Demandante Alianza fiduciaria como Administradora del Fondo 


Abierto con Pacto de Permanencia  CxC (como 


cesionaria de los derechos económicos reconocidos en 


sentencia)   


Demandado Nación - Ministerio de Defensa - Ejercito  Nacional   


Radicado 05001-33-33-013- 2020- 00018 -  00 


Asunto Libra mandamiento de pago   


 


La sociedad ALIANZA FIDUCIARIA COMO ADMINISTRADORA DEL FONDO 


ABIERTO CON PACTO DE PERMANENCIA  CXC (como cesionaria de los derechos 


económicos reconocidos en sentencia)  presenta demanda ejecutiva en contra de LA 


NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA EJERCITO  NACIONAL  tendiente a obtener 


el cumplimiento total de la sentencia proferida por Tribunal  Administrativo de Antioquia  


Sala Cuarta de Descongestión el  doce (12) de diciembre de 2015, solicitando que se 


libre mandamiento de pago contra la entidad demandada por concepto del capital 


adeudado  e intereses moratorios. 


 


ANTECEDENTES 


 


1. El Tribunal Administrativo de Antioquia Sala Cuarta de Descongestión, 


mediante sentencia del doce (12) de diciembre de 2014, revocó la sentencia 


proferida por este Despacho Judicial en primera Instancia y en su lugar 


declaró responsable a la demandada por la invalidez causada al señor Ronald 


Alberto Fernández González y como consecuencia de ello, condenó a  pagar 


los perjuicios morales y materiales en los términos literales de la parte 


resolutiva de la citada sentencia. 


 


2. Se indica que luego de diferentes negocios jurídicos Alianza Fiduciaria S.A. 


adquirió la titularidad de los derechos económicos de la sentencia objeto de 







ejecución, salvo el 50% de los derechos económicos reconocidos a Nalsy 


Marcela Fernández Moreno y Maikol Fernández Moreno, situación que fue 


reconocida, por la demandada, mediante oficio N° OFI15-86069 MDN-


DSGDAL-GROLJC del 27 de octubre de 2015.    


 


3. Relata la parte ejecutante que LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - 


EJERCITO NACIONAL como responsable del cumplimiento del fallo no 


cumplió la sentencia, pese a haberse radicado la documentación respectiva.  


 


4. Sostiene la ejecutante que a la fecha se adeuda por concepto de capital 


indexado la suma de $783´318.535,91 según liquidación que anexa, más los 


intereses moratorios que por valor de 1.015´427.421 liquidados entre el 31 de 


enero de 2014, al 13 de diciembre de 2019.  


 


Para este despacho, de conformidad con lo prescrito por el artículo 114 numeral 


segundo 2º de la Ley 1564 de 2012, la documentación allegada al expediente reviste 


el mérito suficiente para proceder a librar mandamiento de pago, por cuanto en 


ella se evidencia la existencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible, 


a cargo del ente demandado y a favor de la demándate.  


 


De conformidad con los documentos aportados1 y según lo indicado por el Consejo de 


Estado2, se acredita los requisitos para tener a la ejecutante como titular de los 


derechos crediticios de la sentencia que se pretende hacer cumplir.  


 


En consecuencia, y con fundamento en el artículo 297 numeral 1° de la Ley 1437 de 


2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –


CPACA-, este despacho procederá a librar mandamiento de pago a favor del 


ejecutante para que la entidad demandada proceda a cumplir plenamente la sentencia 


del 12 de diciembre de 2014 proferida por El Tribunal Administrativo de Antioquia  Sala 


cuarta de  Descongestión, en el sentido de reconocer y pagar el valor ordenado y los 


intereses correspondientes. 


 


                                            
1 Folio 43 a 77 de la demanda  
2 “(…) Ahora bien, para que la cesión surta efectos contra el deudor y contra terceros, debe ser notificada judicialmente al deudor 
o aceptada por éste (art. 1960 ib.) y la notificación debe hacerse “con exhibición del título, que llevará anotado el traspaso del 
derecho con la designación del cesionario y bajo la firma del cedente.” (art. 1961 ib.). Es decir, que la cesión surte efectos frente al 
deudor con la entrega de la prueba escrita de la existencia del crédito objeto de cesión. 
Conforme a lo anterior, debe entenderse que la validez de la cesión está condicionada a la existencia previa de los créditos cedidos 
en cabeza del cedente, esto es que, para que un saldo crédito se aplique a una tercera persona diferente de su titular originario del 
mismo, necesariamente debe existir cabeza del cedente, con anterioridad a la  cesión (Consejo de Estado Sección Cuarta 
pronunciamiento del 25 de septiembre de 2006radicado 25000-23-27-000-2001-00931-01  







En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


DE MEDELLÍN, 


RESUELVE: 


 


PRIMERO: LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO a favor de la ejecutante ALIANZA 


FIDUCIARIA COMO ADMINISTRADORA DEL FONDO ABIERTO CON PACTO DE 


PERMANENCIA  CXC, como cesionaria de los derechos económicos reconocidos en 


sentencia, en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJERCITO  


NACIONAL, para que dicha entidad proceda a cumplir plenamente la sentencia del 


doce (12) de diciembre de 2014  proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia  


Sección  Cuarta de Descongestión, en el sentido de pagar el capital y los intereses 


adeudados así:  


 


a) Por la suma de $783´318.535, por concepto de capital derivado de la sentencia 


precisándose que dicho capital no cubre el 50% de los derechos económicos 


reconocidos a Nalsy Marcela Fernández moreno y Maikol Fernández Moreno 


conforme a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 


 


b) Por los intereses moratorios causados desde el día siguiente a la ejecutoria de 


la sentencia objeto de ejecución, hasta el pago total de la obligación. 


 


SEGUNDO. NOTIFICAR por estado a la demandante, en la forma indicada en el 


artículo 201 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 


Contencioso Administrativo –CPACA-. 


 


TERCERO. ADVERTIR que la presente demanda fue presentada antes de la 


entrada en vigencia del Decreto 806 de 2020 y la ley 2080 de 2021, por lo 


que en aplicación de lo previsto por el artículo el artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, 


adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, dentro de los 10 días hábiles 


siguientes a la notificación del presente auto, deberá REMITIR la demanda y sus 


anexos por correo electrónico a la parte demandada.   


  


CUARTO. CUMPLIDO LO ANTERIOR, para efectos de notificación, por 


Secretaría REMITIR la presente providencia al correo electrónico para 


notificaciones judiciales de la entidad demandada3 y del Ministerio Público 


                                            
3 En aplicación de lo previsto por el #8 del art. 162 del CPACA adicionado por el art. 35 de la Ley 2080 de 2021 " Por medio de la 
cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - Ley 1437  de 2011- y se dictan 
otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”  







(Procuraduría 110 Judicial I)4 a quien además del presente auto, se deberá remitir 


copia de la demanda y sus anexos debidamente identificados, conforme lo 


establecen los arts. 197, 198 y 199 del CPACA.  


  


En los términos del art. 199 del CPACA5 la notificación se entenderá realizada 


transcurridos dos (2) días hábiles siguientes al envío del mensaje y los 


términos empezarán a correr a partir del día siguiente.   


 


SEXTO: RECONOCER Personería al abogado JORGE ALBERTO GARCIA 


CALUME Titular de la tarjeta profesional N° 56.988 como apoderado de la parte 


ejecutante, en los términos del poder que obra a folio 11 del expediente físico. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 2 de junio de 2021 en 
cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 


                                            
Artículo 35. Modifíquese el numeral 7 y adiciónese un numeral al artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 
(…) 8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de 
sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado. Del mismo modo deber~ proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el 
escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De 
no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al demandado, al admitirse la 
demanda, la notificación personal se limitará al envío del auto admisorio al demandado.” 
4 En los términos del art. 199 del CPACA, modificado por el art. 48 de la Ley 2080 de 2021: 
“Artículo 199. Notificación personal del auto admisorio y del mandamiento ejecutivo a entidades públicas, al Ministerio Público, a 
personas privadas que ejerzan funciones públicas y a los particulares. El auto admisorio de la demanda y el mandamiento ejecutivo 
contra las entidades públicas y las personas privadas que ejerzan funciones públicas, se deben notificar personalmente a sus 
representantes legales o a quienes estos hayan delegado la facultad de recibir notificaciones, o directamente a las personas 
naturales, según el caso, y al Ministerio Público, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales a que 
se refiere el artículo 197 de este código. 
A los particulares se les notificará el auto admisorio de la demanda al canal digital informado en la demanda. Los que estén inscritos 
en el registro mercantil o demás registros públicos obligatorios creados legalmente para recibir notificaciones judiciales, en el canal 
indicado en este. 
El mensaje deberá identificar la notificación que se realiza y contener copia electrónica de la providencia a notificar. Al Ministerio 
Público deberá anexársele copia de la demanda y sus anexos. Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación 
cua:1do el iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda constatar por otro medio el acceso al mensaje electrónico por parte del 
destinatario. El secretario hará constar este hecho en el expediente. 
El traslado o los términos que conceda el auto notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al 
del envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente. . 
En los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción en donde estén involucrados intereses litigiosos de la Nación, en los 
términos del artículo 2° del Decreto Ley 4085 de 2011 o la norma que lo sustituya, deberá remitirse copia electrónica del auto 
admisorio o mandamiento ejecutivo, en conjunto con la demanda y sus anexos, al buzón de correo electrónico de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta comunicación no genera-·su vinculación como sujeto procesal, sin perjuicio de la 
facultad de intervención prevista en el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012. En la misma forma se le remitirá copia de la providencia 
que termina el proceso por cualquier causa y de las sentencias.” 
5 “(…) El traslado o los términos que conceda el auto notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes 
al del envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente (…)” 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 


Demandante PAOLA GALLO HENAO 


Demandado E.S.E. HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS DE SEGOVIA- 


ANTIOQUIA 


Radicado 05001-33-33-013-2019-00156-00 


Asunto Reprograma fecha para audiencia inicial  


 


 


Considerando que para los días 25 y 26 de mayo de la presente anualidad 


ASONAL JUDICIAL convocó a todos los servidores judiciales a participar en 


jornada de protesta nacional; se hace necesario reprogramar la audiencia inicial 


fijada por auto del 16 de marzo de 2021. 


 


En consecuencia, se asigna como nueva fecha para la celebración de audiencia 


por medios virtuales en la plataforma MICROSOFT TEAMS1, el día MIERCOLES 


21 DE JULIO DE 2021, A PARTIR DE LAS 8:30 HORAS.  El link para el ingresó 


se remitirá a los correos electrónicos registrados, a mas tardar, dentro de los tres 


(3) días previos a la celebración de la audiencia. 


 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 2 de junio de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 


 


                                                           
1 Artículo 7 del Decreto 806 de 2020. 
“Artículo 7. Audiencias. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las 
autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o telefónica. No se requerirá 
la autorización de que trata el parágrafo 2° del artículo 107 del Código General del Proceso.  
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá comunicarse con los sujetos procesales, 
antes de la realización de las audiencias, con el fin de informarles sobre la herramienta tecnológica que se utilizará en 
ellas o para concertar una distinta (…)” 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Laboral-  


Demandante Luis Eduardo Santana y Blanca Oliva Calderón Tamayo 


Demandado La Nación- Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional  


Radicado 05001-33-33-013-2018-00415-00 


Asunto Reprograma fecha para audiencia inicial  


 


 


Considerando que para los días 25 y 26 de mayo de la presente anualidad 


ASONAL JUDICIAL convocó a todos los servidores judiciales a participar en 


jornada de protesta nacional; se hace necesario reprogramar la audiencia inicial 


fijada por auto del 16 de marzo de 2021. 


 


En consecuencia, se asigna como nueva fecha para la celebración de audiencia 


por medios virtuales en la plataforma MICROSOFT TEAMS1, el día 10 DE 


AGOSTO DE 2021, A PARTIR DE LAS 8:30 HORAS.  El link para el ingresó se 


remitirá a los correos electrónicos registrados, a mas tardar, dentro de los tres (3) 


días previos a la celebración de la audiencia. 


 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 2 de junio de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 


 


                                                           
1 Artículo 7 del Decreto 806 de 2020. 
“Artículo 7. Audiencias. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las 
autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o telefónica. No se requerirá 
la autorización de que trata el parágrafo 2° del artículo 107 del Código General del Proceso.  
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá comunicarse con los sujetos procesales, 
antes de la realización de las audiencias, con el fin de informarles sobre la herramienta tecnológica que se utilizará en 
ellas o para concertar una distinta (…)” 






image2.emf
2018-00380  REPROGRAMA AUDIENCIA INICIAL.pdf


2018-00380 REPROGRAMA AUDIENCIA INICIAL.pdf


 
 
 
 
 


 


REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 


 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Reparación Directa 


Demandante Fausto Antonio Moreno Pino  y Otros  


Demandado Nación – Ministerio de Defensa- Policía Nacional-  y otros 


Radicado 05001-33-33-013- 2018 - 00380 -  00 


Asunto Reprograma fecha para audiencia inicial  


 


 


Considerando que para los días 25 y 26 de mayo de la presente anualidad 


ASONAL JUDICIAL convocó a todos los servidores judiciales a participar en 


jornada de protesta nacional; se hace necesario reprogramar la audiencia inicial 


fijada por auto del 16 de marzo de 2021. 


 


En consecuencia, se asigna como nueva fecha para la celebración de audiencia 


por medios virtuales en la plataforma MICROSOFT TEAMS1, el día 14 DE JULIO 


DE 2021, A PARTIR DE LAS 8:30 HORAS.  El link para el ingresó se remitirá a 


los correos electrónicos registrados, a mas tardar, dentro de los tres (3) días 


previos a la celebración de la audiencia. 


 


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA 


Juez 


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 2 de junio de 2021 en 


cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 2021) 


 


                                                           
1 Artículo 7 del Decreto 806 de 2020. 
“Artículo 7. Audiencias. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición de las 
autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá 
facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o telefónica. No se requerirá 
la autorización de que trata el parágrafo 2° del artículo 107 del Código General del Proceso.  
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá comunicarse con los sujetos procesales, 
antes de la realización de las audiencias, con el fin de informarles sobre la herramienta tecnológica que se utilizará en 
ellas o para concertar una distinta (…)” 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 


RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 


 
JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DE MEDELLÍN 


Medellín, primero (1°) de junio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Medio de control Ejecutivo  


Demandante Consorcio Placas 2018 


 Demandado Municipio de El Retiro -Antioquia-  


Radicado 05001-33-33-013-2020-00212-00 


Asunto Niega mandamiento de pago  


 


 


El CONSORCIO PLACAS 2018, a través de apoderado judicial, presenta demanda 


ejecutiva en contra del Municipio de El Retiro – Antioquia, a efectos de que se libre 


mandamiento de pago por doscientos tres millones setecientos noventa y tres mil 


setecientos pesos ($203´793.700), por concepto del capital adeudado, soportado en la 


factura de venta y acta de obra que se anexan a la demanda. 


 


Previo a entrar a resolver lo pertinente, el Despacho procederá a verificar si en el 


presente asunto se dan los elementos y presupuestos para predicar la existencia de un 


título ejecutivo y de esta manera entra a decidir lo pertinente de libra o no mandamiento 


de pago según lo pretendido.  


 


El artículo 104 de la ley 1437 de 2011 establece que la Jurisdicción de lo Contencioso 


Administrativo, conoce entre otras, de “6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas 


y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos 


arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los 


contratos celebrados por esas entidades.” 


 


Con respecto a lo que para efectos del Código se entiende por título ejecutivo, el artículo 


297 ibídem, entre otras, las “4. Las copias auténticas de los actos administrativos con 


constancia de ejecutoria, en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de 


una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad administrativa. La 


autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de hacer constar que la copia auténtica 


corresponde al primer ejemplar.” 


 


De conformidad con lo anterior es claro que esta Jurisdicción no es competente para 


atender procesos ejecutivos cuyo título base de recaudo sea constituido únicamente por 


facturas de venta. 


 


No obstante, como en el presente asunto se solicita que sea librado mandamiento de 


pago por concepto de lo adeudado por la demandada dentro de un contrato de obra 


Pública soportado en la factura de venta y acta de obra que se anexan a la demanda, se 


procede a constatar si se dan lo elementos para predicarse la existencia de título 


ejecutivo derivado de dicho contrato. 


 


Sobre los elementos que deben converger para predicarse el mérito ejecutivo de los 


contratos estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pronunciamiento del 


diecinueve 19 de julio de 2017 dentro del radicado radicación  número: 25000-23-36-


000-2016-01041-01(58341), expreso los siguientes: 


 


“En relación con las (…) condiciones que deben revestir las obligaciones susceptibles de 


ser exigidas ejecutivamente, ha señalado la Corporación lo siguiente: 


“… por expresa debe entenderse cuando la obligación aparece manifiesta en 
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la redacción misma del título, es decir que en el documento (s) que contiene 


la obligación debe constar en forma nítida el ‘crédito – deuda’ sin que para 


ello haya que acudir a elucubraciones o suposiciones; por ello, como lo ha 


dicho la doctrina procesal colombiana, ‘Faltará este requisito cuando se 


pretenda deducir la obligación por razonamientos lógico jurídicos, 


considerándola una consecuencia implícita o una interpretación personal 


indirecta’. 


 


“Otra de las cualidades necesarias para que una obligación contractual sea 


ejecutable es la claridad, lo que significa que debe ser fácilmente inteligible 


y entenderse en un solo sentido. La última cualidad para que la obligación sea 


ejecutable es la de que sea exigible lo que se traduce en que puede 


demandarse su cumplimiento por no estar pendiente de un plazo o una 


condición…”. 


 


En atención a lo anterior, tenemos que tanto el contrato de interventoría No. 2597 de 


2012, suscrito entre el Consorcio AIA y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – 


ICBF –, como las diferentes adiciones, prórrogas y modificaciones realizadas al mismo 


establecieron que la contratante pagaría al interventor el dinero convenido mediante tres 


pagos, los cuales se efectuarían “previa presentación del informe mensual, de la factura, 


la certificación por parte del supervisor del contrato y la certificación del revisor fiscal 


o representante legal, sobre el cumplimiento en el pago de los aportes de parafiscales y 


seguridad social” (f. 8 c. 2). 


 


De conformidad con lo expuesto, y teniendo en cuenta que el contrato es ley para las 


partes, la hoy ejecutante no podía obviar el cumplimiento de los requisitos establecidos 


en el acuerdo con el fin de obtener el pago y mucho menos alegar que estos se entendían 


satisfechos con la presentación de otros documentos que dieran fe del cumplimiento de 


las obligaciones del contrato de interventoría, pues en el clausulado del contrato y de las 


adiciones, prórrogas y modificaciones se determinó claramente cuáles eran los 


documentos que se debían acreditar y estos no podían ser remplazados por otros.  


 


Bajo estas mismas condiciones, se tiene que en el presente caso no se puede dar 


aplicación a lo dispuesto en el artículo 773 del Código de Comercio que establece la 


aceptación tácita de las facturas, pues si bien la ejecutante podía solicitar el pago de las 


obligaciones a cargo del ICBF, se requería de la presentación de unos documentos 


previos para que se tuviera por satisfecha su obligación. En tal sentido, si la hoy 


ejecutante no aportó la certificación por parte del supervisor del contrato, no podía exigir 


su pago, pues, se itera, ella no había cumplido con lo señalado en el contrato y, por tanto, 


la obligación no se hacía exigible, pues para ello requería del cumplimiento de una 


condición.” 


 


En igual sentido la Sección Tercera del Consejo de Estado en pronunciamiento del 


catorce de junio de 2018 de dentro del radicado Radicación número: 20001-23-31-000-


2007-00200-01(38409), expuso lo siguiente:  


 


“Ahora, no encontrando defecto formal en los documentos pretendidos como título 


ejecutivo complejo, como quiera que los mismos responden a lo dispuesto en la sentencia 


de unificación de la Sala Plena Contenciosa de esta Corporación del 30 de septiembre 


de 2014  que dejó incólume el cumplimiento de ciertas formalidad dada la especialidad 


del proceso ejecutivo, esto es su inclusión en original y copia auténtica, vale proceder a 


determinar la claridad de la obligación contenida en ellos. Sea lo primero advertir que el 


saldo pendiente de pago, al que se hace llamar excedente y con cargo a ambos 


convenios, no corresponde a los valores mensuales acordado, tal como se relaciona a 


continuación:  


 


(…). 


 


Por lo anterior, no queda sino concluir, en razón de la falta de coincidencia entre lo 


pactado y lo exigido, que la obligación que dio inicio al presente asunto carece de 


determinación, en tanto no es posible definir, sin hesitación alguna, la suma de dinero por 


la cual debe ordenarse la ejecución en contra del departamento del Cesar.  
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Por otro lado, al tenor al artículo 488 de la citada norma, se exige que los documentos en 


los que consten la obligación que se pretende ejecutar “provengan del deudor o de su 


causante y constituyan plena prueba contra él”; se tiene que, en primer lugar, de la rúbrica 


impuesta en las facturas n°.s 4569, 4640, 4737, 4791 y 4869 de 2007 no se identifica el 


suscriptor, como tampoco se acredita la calidad con que actúa; y, en segundo término, el 


oficio OSS-146 del 25 de septiembre de 2007 emitido por el Secretario de Salud 


Departamental de la Gobernación del Cesar, no puede tenerse como aceptación de la 


obligación por cuanto la misma no refiere a qué requerimiento se responde, ni menciona 


el convenio o los meses pendientes de pago, aunado a que, en tratándose de una entidad 


pública, es menester remitirse a lo dispuesto por el artículo 199 del Código de 


Procedimiento Civil1 que definió el alcance de la confesión de sus representantes 


judiciales y administrativos, encontrándose improcedente en el sub lite dada la condición 


de secretario departamental del emisor del documento.  


 


Con todo, es de notar que dada la indeterminación de la obligación se echa de menos la 


liquidación, ya sea bilateral o unilateral, de los convenios referidos, con el objeto de definir 


la ejecución de las prestaciones, el cumplimiento de las mismas, la formulación de 


reclamaciones y los pagos pendientes, toda vez que por tratarse de la prestación del 


servicio de salud durante los meses de febrero a julio, esto es un contrato de ejecución 


sucesiva, en los términos del artículo 60 de la Ley 80 de 1993, es pertinente el balance 


final de cuentas.  


 


De manera que, tal como quedó expuesto, de los documentos obrantes en el expediente 


no es dable colegir la existencia de una obligación clara, líquida, expresa y actualmente 


exigible por la cual se deba seguir adelante con la ejecución del título, mismo que i) carece 


de los requisitos para ser considerado título valor, en virtud de la legislación vigente para 


la época del negocio en tanto no permite el cobro de la prestación de servicios mediante 


facturas cambiarias y ii) tampoco se encontró acreditada la conformación de un título 


ejecutivo complejo. Conforme a lo expuesto, la Sala procederá a revocar la decisión 


impugnada y en su lugar, ordenar la terminación del proceso en razón de la falta de mérito 


ejecutivo del título aportado.” 


 


 


CASO CONCRETO  


 


Descendiendo al caso de autos, se advierte que en los términos del numeral 6° del 


articulo 104 y numeral 4° del artículo 297  de la ley 1437 de 2011 y los pronunciamientos 


antes dichos, se tiene que las facturas cambiarias per se, no son títulos ejecutivos 


autónomos sobre los cuales se pueden librar un mandamiento de pago, no obstante, si 


pueden ser elementos que configuren un título ejecutivo complejo originado en un 


contrato estatal, por lo que se procederá a constatar si en el presente asunto se puede 


predicar la existencia de un título ejecutivo complejo derivado del contrato estatal 


referenciado en la demanda. 


 


Con la demanda ejecutiva, se presentaron los siguientes documentos: 


 


 Contrato de obra pública N° 211 de 13 de diciembre de 2018. 


 


 Otrosí N° 1 de 13 de diciembre de 2018; N° 2 del 13 de junio de 2019; N° 3 del 


30 de septiembre de 2019 y N° 4 del 18 de noviembre de 2019.  


 


                                                 
1  “Artículo 199 del Código de Procedimiento Civil. Declaraciones e informes de 
representantes de la Nación y otras entidades públicas. No vale la confesión espontánea de 
los representantes judiciales de la nación, los departamentos, las intendencias, las comisarías, 
los distritos especiales, los municipios y los establecimientos públicos.  
Tampoco podrá provocarse confesión mediante interrogatorio de dichos representantes, ni de las 
personas que lleven la representación administrativa de tales entidades. 
(...)” 
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 Acta de avance de obra del 11 de diciembre de 2019 y factura de venta N° 8 del 


11 de diciembre de 2019. Por valor de $203´179.656 


 


 Acta de Terminación y liquidación del contrato de obra N° 211 del 11 de diciembre 


de 2019, firmado por las partes y del interventor en la cual de forma expresa se 


indica en el punto tercero del acuerdo que “el municipio de El Retiro y el 


CONTRATISTA se declaran a paz y salvo por todo concepto en la ejecución 


del contrato N° 211 de 2018.”2  


 


Sobre el concepto y naturaleza jurídica del acto de liquidación de un contrato estatal, la 


Sección Tercera del Consejo de Estado en pronunciamiento del catorce de octubre de 


2014, dentro del radicado Radicación Nº 05001-23-31-000-1998-00038-01(27777), 


expuso lo siguiente: 


 


“La liquidación del contrato se ha definido, doctrinaria y jurisprudencialmente, 


como un corte de cuentas, es decir, la etapa final del negocio jurídico donde las 


partes hacen un balance económico, jurídico y técnico de lo ejecutado, y en virtud 


de ello el contratante y el contratista definen el estado en que queda el contrato 


después de su ejecución, o terminación por cualquier otra causa, o mejor, 


determinan la situación en que las partes están dispuestas a recibir y asumir el 


resultado de su ejecución. 


 (…). 


En estos términos, liquidar supone un ajuste expreso y claro sobre las cuentas y 


el estado de cumplimiento de un contrato, de tal manera que conste el balance 


tanto técnico como económico de las obligaciones que estuvieron a cargo de las 


partes. En cuanto a lo primero, la liquidación debe incluir un análisis detallado de 


las condiciones de calidad y oportunidad en la entrega de los bienes, obras o 


servicios, y el balance económico dará cuenta del comportamiento financiero del 


negocio: recursos recibidos, pagos efectuados, estado del crédito o de la deuda 


de cada parte, entre otros detalles mínimos y necesarios para finiquitar una 


relación jurídica contractual.” (negrillas propias) 


 


Siendo consecuentes con lo anterior, el acta de liquidación bilateral del contrato de obra 


N° 211 de 2018 es el acto final de dicho negocio jurídico, de tal suerte que es 


indispensable manifestar el estado de deuda de cada una de las partes, lo cual en efecto 


se realizó al indicarse de forma expresa que se declaran a paz y salvo por todo concepto 


en la ejecución del citado contrato,  lo cual demerita la existencia saldo pendiente que 


se alega en el titulo compuesto el Acta de Avance de Obra y la Factura Nº 8 de 2019.    


 


Es de advertir que el acta de avance de obra es un documento que corresponde a la 


ejecución del contrato y la liquidación es un acto posterior y el final del negocio jurídico 


que para el caso de autos es el contrato de obra N° 211 de 2018, por lo que carece de 


toda verdad alegar un saldo pendiente por la ejecución del contrato, que en acto posterior 


se niega en la liquidación cuando se manifiesta de forma expresa por parte del contratista 


con la suscripción del acta que se encuentra a paz y salvo por todo concepto.  


 


En suma, al provenir la obligación de contrato estatal, cuyo título el título ejecutivo es 


complejo por regla general, y al no darse los supuestos jurídicos que den cuanta de ese 


título complejo producto de contrato de obra N° 211 de 2018, suscrito entre el 


MUNICIPIO DE EL RETIRO ANTIOQUIA y CONSORCIO PLACAS 2018, no es dable 


emitir mandamiento de pago 


 


En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 


MEDELLÍN,  


 


                                                 
2 Folio 25. 
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RESUELVE 


 


PRIMERO. NEGAR el mandamiento de pago solicitado a través de apoderado por el 


CONSORCIO PLACAS 2018, en contra el municipio de EL RETIRO ANTIOQUIA. 


 


SEGUNDO. ARCHIVAR las diligencias una vez en firme la presente decisión.  


 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  


  


 


 


JOHN ALEXANDER CEBALLOS GAVIRIA  


Juez  


 


La anterior providencia se notificó por inserción en ESTADO ELECTRÓNICO el día 2 DE JUNIO de 2021 


en cumplimiento de lo ordenado por el art. 201 del CPACA (modificado por el art. 50 de la Ley 2080 de 


2021) 


 


 


 


 






